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Acta N° 532 de octubre 13 de 2017
  



Decide la Sala la acción de tutela propuesta por Jairo Eusse Londoño contra el Juzgado Segundo Civil del Circuito local, a la que fueron vinculadas Victoria Luisa Aristizábal Marín y Afra Londoño de Eusse.
ANTECEDENTES

Jairo Eusse Londoño, por intermedio de apoderado judicial, demanda al Juzgado Segundo Civil del Circuito de esta ciudad, por la vulneración de los derechos fundamentales “al debido proceso, defensa, acceso a la administración de justicia, igualdad” que estima conculcados por ese despacho judicial.
  



Expuso, en síntesis, que dentro del proceso ordinario iniciado por Victoria Luisa Aristizábal Marín, contra Jairo Eusse Londoño y Afra Londoño viuda de Eusse, el juzgado demandado, profirió sentencia el 28 de abril de 2017, en la que acogió las pretensiones invocadas, declaró absolutamente simulado el contrato de compraventa contenido en la escritura pública número 2.577 del 24 de septiembre de 2007 y denegó las excepciones propuestas por la parte demandada. Interpuso recurso de apelación, el que fue concedido con auto del 26 de abril siguiente en el efecto devolutivo; con auto del 11 de mayo, fue declarado desierto por la falta de pago de las copias solicitadas, en el tiempo que se otorgó para ello. Contra esta última decisión, interpuso recurso de reposición y en subsidio el de queja. Se negó aquel, con fundamento en que el proveído del 26 de abril causó ejecutoria el 3 de mayo de 2017, sin pronunciamiento alguno de las partes. 
 



Agregó que por tratarse de una sentencia declarativa el recurso debió concederse sin ninguna talanquera de expedición de copias auténticas; tampoco es de recibo la afirmación del funcionario acerca de que “el recurrente debió haber interpuesto el recurso de reposición y en subsidio el de apelación, y no el recurso de reposición y en subsidio el Queja”, porque se trata de una sentencia declarativa, insiste, y el auto que concedió la impugnación en el efecto devolutivo se encontraba viciado, por ir en contra del derecho de defensa y del debido proceso.

Pidió, por consiguiente, el amparo de los derechos fundamentales invocados, en relación con los autos del 26 de abril de 2017 y siguientes, que se declare que esos pronunciamientos desconocen tales prerrogativas y debe, por tanto, dictarse una nueva providencia. 
Con la demanda, entre otros documentos, se aportaron copias de las piezas procesales respectivas.

  



Se dispuso el trámite de rigor con la vinculación de Victoria Luisa Aristizábal Marín y Afra Londoño de Eusse.

  



El Juzgado, remitió las copias solicitadas (f.38). 
 



Victoria Luisa Aristizábal Marín, mediante apoderado judicial, dijo que no se ha desconocido garantía alguna; más bien, el demandado dejó fenecer las oportunidades procesales con las que contó. 
CONSIDERACIONES
La acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.

 



Se acude en esta oportunidad en procura de la protección de los derechos arriba señalados, bajo la premisa esencial de que el Juzgado, con el auto del 26 de abril de 2017 (f. 22), dictado dentro del proceso ordinario radicado con el número 2011-00258-00, por medio del cual concedió en el efecto devolutivo el recurso de apelación que el accionante presentó contra la sentencia allí proferida, y ordenó a costa del recurrente el pago de las copias del expediente bajo el término legal del caso, para surtir la alzada, los transgredió,  por cuanto se trata de una sentencia declarativa, para la que no está previsto ese efecto y es innecesaria la obtención de copias. 
  



Se sabe que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales
, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. Sobre ellas, recientemente, en la sentencia T-022 de 2016, aludiendo a la C-590 de 2005, recordó que las primeras obedecen a que (i) el asunto tenga relevancia constitucional; (ii) que se hayan agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios; (iii) que se cumpla el requisito de la inmediatez; (iv) que la irregularidad procesal tenga incidencia en la decisión de fondo; (v) que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados y los hechos hayan sido cuestionados dentro del proceso; y (vi) que el fallo censurado no sea de tutela. Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental, y (iv) fáctico; así como en (v) el error inducido, (vi) la decisión sin motivación; (vii) la violación directa de la Constitución; y (viii) el desconocimiento de precedentes.     

Adicionalmente, la misma Corporación se ha encargado de precisar y reiterar, que la subsidiariedad puede darse en dos eventos: cuando el proceso ya ha terminado, evento en el cual se debe analizar si se hizo uso de todos los mecanismos de defensa con que se contaba, para no revivir términos precluidos o convertir la acción de tutela en una instancia adicional; y cuando el proceso aún se encuentra en trámite, pues, por regla general, en este evento es improcedente la acción en vista de que no puede el juez constitucional suplir al ordinario, siempre que se inadvierta la incursión en un perjuicio irremediable
.
       



Descendiendo al caso que nos ocupa, se tiene que el Juzgado, con auto del 26 de abril último, concedió el recurso de apelación interpuesto por el accionante contra la sentencia dictada en el proceso ordinario en el que figura como demandado, y lo otorgó en el efecto devolutivo; razón por la cual dispuso que dentro de los cinco (5) días siguientes contados a partir de la notificación debería suministrar las expensas necesarias para la reproducción del expediente (f. 22). Como vencido ese término, sin que se cumpliera con dicho mandato, se procedió con auto del 11 de mayo a declarar su deserción (f. 23). Frente a esta resolución el interesado acudió en recurso de reposición y en subsidio queja (f. 24 a 26). Mediante pronunciamiento del 28 de julio, se mantuvo la resolución; se negó la queja por improcedente y se rechazó el recurso de apelación propuesto como subsidiario (f. 28 y 29).
   



De ese derrotero, surge que el accionante apuntala su queja en lo resuelto en el auto del 26 de abril de 2017, por el efecto en que se concedió el recurso de apelación interpuesto, que como fue el devolutivo, imponía el suministro, en el término de cinco (5) días, de las expensas necesarias para expedir las copias de la actuación. Como ello es así, se advierte incontestable que contra esa providencia ninguna manifestación elevó, esto es, que olvidó interponer el recurso ordinario de reposición que era procedente, para que el juez reconsiderara su posición. 

   



Salta a la vista, entonces, que dejó de lado los mecanismos procesales que tenía a su alcance para remediar la situación que ahora quiere subsanar con esta expedita vía que, se reitera, es subsidiaria. 

   



Por supuesto que tal omisión no se suple con los recursos propuestos con posterioridad, si, como viene de decirse, el origen de su inconformidad deviene de aquel pronunciamiento, que fue el que desencadenó la seguidilla de intervenciones del juez y de la parte. 

 



Emerge de todo ello, la improcedibilidad del amparo, a la luz del numeral 1° del artículo 6° del Decreto 2591 de 1991, y así se declarará, ya que, de otro lado, ninguna circunstancia especial se ha demostrado sobre la imposibilidad de acudir a los medios ordinarios de defensa, que habilite la intrusión del juez constitucional. 
  



Esto, al margen de que se diga, en todo caso, que la razón que sustenta esta demanda es manifiestamente infundada, si se tiene en cuenta que desde a la vigencia del artículo 15 de la Ley 1395 de 2010, que modificó el 354 del CPC, la regla general del efecto en que se concede el recurso de apelación varió, en la medida en que tratándose de sentencias, impera el devolutivo y la excepción es el suspensivo que solo ocurre en los casos que allí específicamente se señalan: (i) que la sentencia verse sobre el estado civil, (ii) que sea recurrida por ambas partes, (iii) que sea totalmente absolutoria, (iv) que sea meramente declarativa; y es claro que la que se profirió en el proceso que aquí se trae a colación, no encaja en ninguna de esas situaciones. 

  



No sobra señalar que tampoco luce afortunada la mención que hizo el juzgado en el sentido de que procede el recurso de apelación contra un auto que declara desierto otro recurso de igual naturaleza. Contra esa providencia solo procede la reposición; mas, ese aspecto, en nada modifica la cuestión. 

    


   
DECISIÓN

  


  
En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, DECLARA IMPROCEDENTE el amparo solicitado por Jairo Eusse Londoño contra el Juzgado Segundo Civil del Circuito local.
  



Se absuelve a los demás intervinientes.
Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992, y si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

A su regreso, archívese el expediente. 
Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS  

    DUBERNEY GRISALES HERRERA 
� 	Sentencia C-543-92


� Corte Constitucional, sentencia T-103 de 2014 
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